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T	E	M	A	R	I	O

Bloque I: Normativa general

Tema 1. La Constitución Española (I): estructura y contenido. Los principios
constitucionales y valores superiores. Derechos y deberes fundamentales: su garantía y
suspensión.

Tema 2. La Constitución Española (II): Título IV: Del Gobierno y la Administración. Título
VIII: La organización territorial del Estado español. Las Comunidades Autónomas:
fundamento constitucional, estatutos de autonomía y proceso de constitución. Distribución
de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas.

Tema 3. Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y
garantía de los derechos digitales: título I (Disposiciones generales), título II (Principios de
protección de datos) y título III (Derechos de las personas).

Tema 4. Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública
y buen gobierno. La Ley 3/2015, de 4 marzo, de transparencia y participación ciudadana
de Castilla y León. El Acuerdo de 29 de octubre de 2015, del Consejo de Gobierno de la
Universidad de Valladolid, por el que se desarrolla en el ámbito de la Universidad de
Valladolid, a efectos organizativos, la normativa estatal y autonómica en materia de
derecho de acceso a la información pública y reutilización de la misma.

Tema 5. La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales:
conceptos básicos; principios de la acción preventiva; derechos y obligaciones de los
trabajadores; órganos de prevención; conceptos básicos sobre seguridad, higiene,
ergonomía y vigilancia de la salud; accidentes de trabajo y enfermedades profesionales.

Tema 6. La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y
hombres: Objeto y ámbito; el principio de igualdad y la tutela contra la discriminación;
políticas públicas para la igualdad; el derecho al trabajo en igualdad de oportunidades;
criterios de actuación de las Administraciones Públicas y el principio de presencia
equilibrada; medidas de igualdad en el empleo y disposiciones organizativas.

Bloque II: Derecho administrativo y Régimen del Sector Público

Tema 7. La Ley 39/2015, de 1 de octubre de 2015, del Procedimiento Administrativo
Común de las Administraciones Públicas: Disposiciones generales; De los interesados en
el procedimiento; de la actividad de las administraciones públicas: normas generales de
actuación. Términos y plazos.



Tema 8. La Ley 39/2015, de 1 de octubre de 2015, del Procedimiento Administrativo
Común de las Administraciones Públicas: De los actos administrativos: requisitos; eficacia;
Nulidad y anulabilidad.

Tema 9. La Ley 39/2015, de 1 de octubre de 2015, del Procedimiento Administrativo
Común de las Administraciones Públicas: De las disposiciones sobre el procedimiento
administrativo común: garantías, iniciación, ordenación, instrucción, y finalización del
procedimiento. De la tramitación simplificada del procedimiento administrativo común.
Ejecución.

Tema 10. La Ley 39/2015, de 1 de octubre de 2015, del Procedimiento Administrativo
Común de las Administraciones Públicas: De la revisión de los actos en vía administrativa:
Revisión de oficio. Recursos administrativos.

Tema 11. Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público: Título
Preliminar.

Bloque III: Gestión de personal

Tema 12. El Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el
texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público.

Tema 13. Ley 7/2005, de 24 de mayo, de la Función Pública de Castilla y León.

Tema 14. Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto
refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores: título I, de la relación individual del
trabajo (capítulo I, capítulo II –sección primera y segunda–, capítulo III –sección primera,
tercera y cuarta).

Tema 15. El personal técnico, de gestión y de administración y servicios en la Universidad
de Valladolid: Régimen jurídico. El personal docente e investigador en la Universidad de
Valladolid: Régimen jurídico.

Bloque IV: Gestión universitaria

Tema 16. Los Estatutos de la Universidad de Valladolid.

Tema 17. Sistema normativo aplicable a las Universidades. La Ley Orgánica 2/2023, de 22
de marzo, del Sistema Universitario: de las funciones del sistema universitario y autonomía
de las universidades (título I). De la creación y reconocimiento de las universidades y
calidad del sistema universitario (título II). Del Estudiantado del Sistema Universitario
(título VIII). Del Régimen específico de las universidades públicas (título IX).



Tema 18. La Ley de Universidades de Castilla y León: objeto y principios de la Ley (título
preliminar), de la coordinación de las Universidades (título I), de la creación y
reconocimiento de Universidades, centros universitarios y enseñanzas (título II) y del
Consejo Social (título III).

Tema 19. Código ético de la Universidad de Valladolid (Acuerdo del Consejo de Gobierno
de 22 de julio de 2022).

Tema 20. Real Decreto 822/2021, de 28 de septiembre, por el que se establece la
organización de las enseñanzas universitarias y del procedimiento de aseguramiento de
su calidad.

Tema 21. Normativa de matrícula y de devolución de precios públicos de la Universidad de
Valladolid.

Tema 22. Ley 3/2022, de 24 de febrero, de convivencia universitaria. Normas de
Convivencia de la Universidad de Valladolid (Aprobado por el Consejo de Gobierno en
sesión de 27 de abril de 2023).

Bloque V: Gestión económica-financiera

Tema 23. Régimen económico de la Universidad de Valladolid: Normas presupuestarias y
estructura del presupuesto de la Universidad de Valladolid.

Bloque VI: Informática

Tema 24. Principales funciones y utilidades de los Procesadores de texto y Hojas de cálculo:
Word y Excel (Microsoft 365). Outlook 365: Principales utilidades: Correo, calendario,
contactos y tareas. Principales funciones y utilidades de la aplicación Teams.
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TEMA	1.	LA	CONSTITUCIÓN	(I):	ESTRUCTURA	Y	CONTENIDO.	LOS	PRINCIPIOS
CONSTITUCIONALES	Y	VALORES	SUPERIORES.	DERECHOS	Y	DEBERES

FUNDAMENTALES:	SU	GARANTÍA	Y	SUSPENSIÓN.

1.‐	LA	CONSTITUCIÓN	ESPAÑOLA

1.1.- INTRODUCCIÓN

Tras las Elecciones Generales del 15 de junio de 1977, el Congreso de los Diputados ejerció la iniciativa
constitucional que le otorgaba el art. 3º de la Ley para la Reforma Política y, en la sesión de 26 de julio de
1977, el Pleno aprobó una moción redactada por todos los Grupos Parlamentarios y la Mesa por la que se
creaba una Comisión Constitucional con el encargo de redactar un proyecto de Constitución.

Una vez cerrado el texto de la Constitución por las Cortes Generales el 31 de octubre de 1978, mediante Real
Decreto 2550/1978 se convocó el Referéndum para la aprobación del Proyecto de Constitución, que tuvo
lugar el 6 de diciembre siguiente. Se llevó a cabo de acuerdo con lo prevenido en el Real Decreto 2120/1978.
El Proyecto fue aprobado por el 87,78% de votantes que representaban el 58,97% del censo electoral.

Su Majestad el Rey sancionó la Constitución durante la solemne sesión conjunta del Congreso de los Diputa-
dos y del Senado, celebrada en el Palacio de las Cortes el miércoles 27 de diciembre de 1978. El BOE publicó
la Constitución el 29 de diciembre de 1978, que entró en vigor con la misma fecha. Ese mismo día se publica-
ron, también, las versiones en las restantes lenguas de España.

A lo largo de su vigencia ha tenido dos reformas:

-En 1992, que consistió en añadir el inciso "y	pasivo" en el artículo 13.2, referido al derecho de sufragio
en las elecciones municipales.

-En 2011, que consistió en sustituir íntegramente el artículo 135 para establecer constitucionalmente
el principio de estabilidad presupuestaria, como consecuencia de la crisis económica y financiera.

1.2.- ANTECEDENTES

Las múltiples influencias de una Constitución derivada como la española de 1978 -además de aquellas
recibidas del constitucionalismo histórico español- hay que buscarlas preferentemente dentro de las nuevas
corrientes europeas que aparecen después de la Segunda Guerra Mundial, y en tal sentido ha recibido claras
influencias de otros textos constitucionales europeos, así como de diferentes Tratados de Derecho Interna-
cional:

• De la Constitución italiana de 1947 habría que destacar la configuración del poder judicial y sus
órganos de gobierno, o los antecedentes del Estado Regional Italiano.
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TEMA	2.	LA	CONSTITUCIÓN	(II):	EL	GOBIERNO	Y	LA	ADMINISTRACIÓN.
LA	ORGANIZACIÓN	TERRITORIAL	DEL	ESTADO	ESPAÑOL.	LAS	COMUNIDADES
AUTÓNOMAS:	FUNDAMENTO	CONSTITUCIONAL,	ESTATUTOS	DE	AUTONOMÍA

Y	PROCESO	DE	CONSTITUCIÓN.	DISTRIBUCIÓN	DE	COMPETENCIAS
ENTRE	EL	ESTADO	Y	LAS	COMUNIDADES	AUTÓNOMAS.

1.‐	EL	GOBIERNO	Y	LA	ADMINISTRACIÓN

1.1.- INTRODUCCIÓN

El Gobierno constituye, junto con la Administración, el Poder Ejecutivo, y equivale orgánicamente al Consejo
de Ministros, y respecto del mismo la Constitución señala que el Gobierno dirige la política interior y exterior,
la Administración Civil y Militar y la defensa del Estado, ejerciendo la función ejecutiva y la potestad regla-
mentaria de acuerdo con la Constitución y las Leyes.

Los principios que configuran su funcionamiento son tres: el principio de dirección presidencial, que otorga
al Presidente del Gobierno la competencia para determinar las directrices políticas que deberá seguir el
Gobierno y cada uno de los Departamentos; la colegialidad y consecuente responsabilidad solidaria de sus
miembros, y el principio de organización departamental que otorga al titular de cada Departamento (Ministe-
rio) una amplia autonomía y responsabilidad en el ámbito de su respectiva gestión.

Por su parte, la Administración Pública puede entenderse básicamente desde una perspectiva funcional o
de actividad y desde una perspectiva orgánica:

-Funcional.- En este sentido administración hace referencia a un concepto dinámico que se contrapone
a otras formas de manifestación del Poder Público, como la función legislativa o la jurisdiccional.

-Orgánica.- Desde esta perspectiva se considera a la Administración como el conjunto de órganos o
instituciones que llevan a cabo esa actividad que se estima administrativa.

Atendiendo a su sentido etimológico o vocablo Administrar  proviene del latín "ad ministrare” que significa
servir. El diccionario de Lengua Española, por su parte emplea el término administrar	como equivalente a
gobernar, regir, o cuidar, y el administrador es la persona que administra bienes ajenos.

En consecuencia, Administración, por su raíz etimológica recoge dos ideas fundamentales: las de gestión y
subordinación, pues la función administrativa supone una actividad gestora (esto es, de realización de fines
mediante el empleo de medios pertinentes), y una actividad subordinada, en cuanto que esos fines y esos
medios vienen predeterminados por consideraciones superiores de tipo político. A ello se añade la nota de
alteridad, ya que la acción administrativa se ejerce, normalmente, respecto de bienes o intereses que no son
propios sino, muy al contrario, ajenos: los de la comunidad.

La Administración Pública se presenta en nuestro ordenamiento jurídico totalmente organizada, como un
auténtico órgano del Estado, siendo los funcionarios simples agentes de dicha organización. La Administra-
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TEMA	3.	LEY	ORGÁNICA	3/2018,	DE	PROTECCIÓN	DE	DATOS	PERSONALES
Y	GARANTÍA	DE	LOS	DERECHOS	DIGITALES:	DISPOSICIONES	GENERALES,
PRINCIPIOS	DE	PROTECCIÓN	DE	DATOS	Y	DERECHOS	DE	LAS	PERSONAS.

INTRODUCCIÓN

El Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circula-
ción de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento General de Protección de
Datos: RGPD), se encuadra en la reforma normativa realizada por la Unión Europea con el objetivo de
garantizar unos estándares de protección de datos elevada y adaptada a la realidad digital del mundo actual.

Este Reglamento, que deroga la Directiva 95/46/CE, fue aprobado por el Parlamento Europeo en abril y
entró en vigor 20 días después de su publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea, el 4 de mayo de
2016. Su ámbito de aplicación se extiende a todos los países miembros de la Unión Europea y se aplicará
directamente en todos ellos a partir del 25 de mayo de 2018.

El Reglamento impone un nuevo marco normativo al conjunto de países europeos, otorgando un mayor
grado de control a los ciudadanos sobre su información privada e imponiendo cambios radicales para las
empresas, que deben empezar a adaptar sus protocolos y estructuras a la nueva regulación.

El nuevo Reglamento ha ampliado notablemente su ámbito de aplicación territorial. No se restringe única-
mente al espacio europeo, sino que es igualmente obligatorio para las empresas responsables o encargadas
del tratamiento de datos no establecidas en la Unión Europea, siempre que ofrezcan bienes o servicios a
ciudadanos que sí sean residentes o controlen el comportamiento de éstos en dicho territorio.

En el ámbito actual de la economía digital, los datos personales han adquirido una enorme relevancia
económica, en particular en el área del Big Data. Ello tiene además directas consecuencias en el derecho a
la privacidad de los ciudadanos. En consecuencia, la nueva norma se basa en los siguientes principios:

1.- Un continente, una norma.- La nueva normativa establece un único conjunto de normas aplicable en
el conjunto de la Unión Europea.

2.- Ventanilla única.- Los empresarios solo tendrán que relacionarse con un único supervisor en Europa,
lo que se estima representará un ahorro de 2.300 millones de euros al año.

3.- Europa se rige por la normativa europea.- Las empresas radicadas fuera de la Unión deberán aplicar
las mismas reglas cuando ofrezcan sus servicios en la Unión Europea.

4.- Consideración de los riesgos específicos.- Las nuevas normas evitarán pesadas obligaciones genéricas
sobre el tratamiento de datos, adaptándolas apropiadamente a sus respectivos factores de riesgo.



TEMA	4.‐	LEY	19/2013,	DE	TRANSPARENCIA,	ACCESO	A	LA	INFORMACIÓN	PÚBLI‐
CA	Y	BUEN	GOBIERNO.	LA	LEY	3/2015,	DE	TRANSPARENCIA	Y	PARTICIPACIÓN

CIUDADANA	DE	CASTILLA	Y	LEÓN.	EL	ACUERDO	DE	29	DE	OCTUBRE	DE	2015,	DEL
CONSEJO	DE	GOBIERNO	DE	LA	UNIVERSIDAD	DE	VALLADOLID,	POR	EL	QUE	SE
DESARROLLA	EN	EL	ÁMBITO	DE	LA	UNIVERSIDAD	DE	VALLADOLID,	A	EFECTOS
ORGANIZATIVOS,	LA	NORMATIVA	ESTATAL	Y	AUTONÓMICA	EN	MATERIA	DE	DE‐
RECHO	DE	ACCESO	A	LA	INFORMACIÓN	PÚBLICA	Y	REUTILIZACIÓN	DE	LA	MISMA.

1.‐	LA	LEY	19/2013,	DE	TRANSPARENCIA,	ACCESO	A	LA	INFORMACIÓN	PÚBLICA	Y	BUEN	GOBIERNO

La Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, consta
de 40 artículos, y presenta la siguiente estructura:

• TÍTULO PRELIMINAR

• TÍTULO I. Transparencia de la actividad pública

CAPÍTULO I. Ámbito subjetivo de aplicación
CAPÍTULO II. Publicidad activa
CAPÍTULO III. Derecho de acceso a la información pública

Sección 1.ª Régimen general
Sección 2.ª Ejercicio del derecho de acceso a la información pública
Sección 3.ª Régimen de impugnaciones

• TÍTULO II. Buen gobierno

• TÍTULO III. Consejo de Transparencia y Buen Gobierno

Disposiciones adicionales (8)

Disposiciones finales (9)

En su contenido se distinguen tres apartados principales:

Transparencia de la actividad pública.- El ámbito subjetivo de aplicación es muy amplio e incluye a todas las
Administraciones Públicas, organismos autónomos, agencias estatales, entidades públicas empresariales
y entidades de derecho público, en la medida en que tengan atribuidas funciones de regulación o control
sobre un determinado sector o actividad, así como a las entidades de Derecho Público con personalidad
jurídica propia, vinculadas o dependientes de cualquiera de las Administraciones Públicas.
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TEMA	5.	LA	LEY	31/1995,	DE	PREVENCIÓN	DE	RIESGOS	LABORALES:	CONCEPTOS
BÁSICOS;	PRINCIPIOS	DE	LA	ACCIÓN	PREVENTIVA;	DERECHOS	Y	OBLIGACIONES
DE	LOS	TRABAJADORES;	ÓRGANOS	DE	PREVENCIÓN;	CONCEPTOS	BÁSICOS
SOBRE	SEGURIDAD,	HIGIENE,	ERGONOMÍA	Y	VIGILANCIA	DE	LA	SALUD;

ACCIDENTES	DE	TRABAJO	Y	ENFERMEDADES	PROFESIONALES.

INTRODUCCIÓN

El artículo 40.2 de la Constitución Española encomienda a los poderes públicos, como uno de los principios
rectores de la política social y económica, velar por la seguridad e higiene en el trabajo. Este mandato
constitucional conlleva la necesidad de desarrollar una política de protección de la salud de los trabajadores
mediante la prevención de los riesgos derivados de su trabajo y encuentra en la Ley de Prevención de
Riesgos Laborales su pilar fundamental. En la misma se configura el marco general en el que habrán de
desarrollarse las distintas acciones preventivas, en coherencia con las decisiones de la Unión Europea que
ha expresado su ambición de mejorar progresivamente las condiciones de trabajo y de conseguir este
objetivo de progreso con una armonización paulatina de esas condiciones en los diferentes países europeos.

De la presencia de España en la Unión Europea se deriva, por consiguiente, la necesidad de armonizar
nuestra política con la naciente política comunitaria en esta materia, preocupada, cada vez en mayor medida,
por el estudio y tratamiento de la prevención de los riesgos derivados del trabajo. Buena prueba de ello fue
la modificación del Tratado constitutivo de la Comunidad Económica Europea por la llamada Acta Única, a
tenor de cuyo artículo 118 A) los Estados miembros vienen, desde su entrada en vigor, promoviendo la
mejora del medio de trabajo para conseguir el objetivo antes citado de armonización en el progreso de las
condiciones de seguridad y salud de los trabajadores. Este objetivo se ha visto reforzado en el Tratado de
la Unión Europea mediante el procedimiento que en el mismo se contempla para la adopción, a través de
Directivas, de disposiciones mínimas que habrán de aplicarse progresivamente.

Consecuencia de todo ello ha sido la creación de un acervo jurídico europeo sobre protección de la salud de
los trabajadores en el trabajo. De las Directivas que lo configuran, la más significativa es, sin duda, la
89/391/CEE, relativa a la aplicación de las medidas para promover la mejora de la seguridad y de la salud
de los trabajadores en el trabajo, que contiene el marco jurídico general en el que opera la política de
prevención comunitaria.

La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales (en adelante LPRL) transpone al
Derecho español la citada Directiva, al tiempo que incorpora al que será nuestro cuerpo básico en esta
materia disposiciones de otras Directivas cuya materia exige o aconseja la transposición en una norma de
rango legal, como son las Directivas 92/85/CEE, 94/33/CEE y 91/383/CEE, relativas a la protección de la
maternidad y de los jóvenes y al tratamiento de las relaciones de trabajo temporales, de duración determina-
da y en empresas de trabajo temporal. Así pues, el mandato constitucional contenido en el artículo 40.2 de
nuestra ley de leyes y la comunidad jurídica establecida por la Unión Europea en esta materia configuran el
soporte básico en que se asienta la LPRL. Junto a ello, los compromisos contraídos con la Organización
Internacional del Trabajo a partir de la ratificación del Convenio 155, sobre seguridad y salud de los trabaja-
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TEMA	6.	LA	LEY	ORGÁNICA	3/2007,	PARA	LA	IGUALDAD	EFECTIVA	DE	MUJERES	Y
HOMBRES:	OBJETO	Y	ÁMBITO;	EL	PRINCIPIO	DE	IGUALDAD	Y	LA	TUTELA	CONTRA
LA	DISCRIMINACIÓN;	POLÍTICAS	PÚBLICAS	PARA	LA	IGUALDAD;	EL	DERECHO	AL
TRABAJO	EN	IGUALDAD	DE	OPORTUNIDADES;	CRITERIOS	DE	ACTUACIÓN	DE	LAS
ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS	Y	EL	PRINCIPIO	DE	PRESENCIA	EQUILIBRADA;
MEDIDAS	DE	IGUALDAD	EN	EL	EMPLEO	Y	DISPOSICIONES	ORGANIZATIVAS.

1.‐	LA	LEY	ORGÁNICA	3/2007,	PARA	LA	IGUALDAD	EFECTIVA	DE	MUJERES	Y	HOMBRES

La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, presenta la
siguiente estructura:

Preámbulo

• TÍTULO PRELIMINAR. Objeto y ámbito de la Ley

• TÍTULO I. El principio de igualdad y la tutela contra la discriminación

• TÍTULO II. Políticas públicas para la igualdad

CAPÍTULO I. Principios generales
CAPÍTULO II. Acción administrativa para la igualdad

• TÍTULO III. Igualdad y medios de comunicación

• TÍTULO IV. El derecho al trabajo en igualdad de oportunidades

CAPÍTULO I. Igualdad de trato y de oportunidades en el ámbito laboral
CAPÍTULO II. Igualdad y conciliación
CAPÍTULO III. Los planes de igualdad de las empresas y otras medidas de promoción de la igualdad
CAPÍTULO IV. Distintivo empresarial en materia de igualdad

• TÍTULO V. El principio de igualdad en el empleo público

CAPÍTULO I. Criterios de actuación de las Administraciones públicas
CAPÍTULO II. El principio de presencia equilibrada en la AGE y en los organismos públicos vinculados
o dependientes de ella
CAPÍTULO III. Medidas de Igualdad en el empleo para la AGE
CAPÍTULO IV. Fuerzas Armadas
CAPÍTULO V. Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado
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TEMA	7.	LA	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE	LAS
ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS:	DISPOSICIONES	GENERALES;	LOS	INTERESADOS
EN	EL	PROCEDIMIENTO;	LA	ACTIVIDAD	DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS:

NORMAS	GENERALES	DE	ACTUACIÓN.	TÉRMINOS	Y	PLAZOS.

1.‐	LA	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE	LAS	AA.PP.

1.1.- CONTENIDO Y ESTRUCTURA

El art. 103 de la Constitución dispone que “la	Administración	Pública	 sirve	con	objetividad	 los	 intereses
generales	y	actúa	de	acuerdo	con	los	principios	de	eficacia,	jerarquía,	descentralización,	desconcentración	y
coordinación,	con	sometimiento	pleno	a	la	Ley	y	al	Derecho”.

Tras más de veinte años de vigencia de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, recientemente el poder legislativo ha llevado a cabo una reforma
del ordenamiento jurídico público articulada en dos ejes fundamentales: las relaciones «ad	extra» (hacia
afuera) y «ad	intra» (hacia dentro) de las Administraciones Públicas. Para ello se han impulsado simultánea-
mente dos nuevas leyes que constituirán los pilares sobre los que se asentará en adelante el Derecho admi-
nistrativo español: la Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (Ley
39/2015), y la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público (Ley 40/2015).

La Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas constituye el
primero de estos dos ejes, al establecer una regulación completa y sistemática de las relaciones «ad	extra»
entre las Administraciones y los administrados, tanto en lo referente al ejercicio de la potestad de autotutela
y en cuya virtud se dictan actos administrativos que inciden directamente en la esfera jurídica de los intere-
sados, como en lo relativo al ejercicio de la potestad reglamentaria y la iniciativa legislativa. Queda así
reunido en cuerpo legislativo único la regulación de las relaciones «ad extra» de las Administraciones con
los ciudadanos como ley administrativa de referencia que se ha de complementar con todo lo previsto en la
normativa presupuestaria respecto de las actuaciones de las Administraciones Públicas, destacando especial-
mente lo previsto en la Ley Orgánica 2/2012, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera; la
Ley 47/2003, General Presupuestaria, y la Ley de Presupuestos Generales del Estado.

La Ley 39/2015 presenta la siguiente estructura en Títulos:

TÍTULO PRELIMINAR.- El título preliminar, de disposiciones generales, aborda el ámbito objetivo y subjetivo
de la Ley. Entre sus principales novedades, cabe señalar, la inclusión en el objeto de la Ley, con carácter
básico, de los principios que informan el ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria
de las Administraciones. Se prevé la aplicación de lo previsto en esta Ley a todos los sujetos comprendi-
dos en el concepto de Sector Público, si bien las Corporaciones de Derecho Público se regirán por su
normativa específica en el ejercicio de las funciones públicas que les hayan sido atribuidas y supletoria-
mente por esta Ley.
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TEMA	8.‐	LA	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN
DE	LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS:	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS:

REQUISITOS;	EFICACIA;	NULIDAD	Y	ANULABILIDAD.

1.‐	REQUISITOS	DE	LOS	ACTOS	ADMINISTRATIVOS

Producción y contenido.- Los actos administrativos que dicten las Administraciones Públicas, bien de oficio
o a instancia del interesado, se producirán por el órgano competente ajustándose a los requisitos y al
procedimiento establecido.

El contenido de los actos se ajustará a lo dispuesto por el ordenamiento jurídico y será determinado y
adecuado a los fines de aquéllos.

Motivación.- Serán motivados, con sucinta referencia de hechos y fundamentos de derecho:

a) Los actos que limiten derechos subjetivos o intereses legítimos.

b) Los actos que resuelvan procedimientos de revisión de oficio de disposiciones o actos administrativos,
recursos administrativos y procedimientos de arbitraje y los que declaren su inadmisión.

c) Los actos que se separen del criterio seguido en actuaciones precedentes o del dictamen de órganos
consultivos.

d) Los acuerdos de suspensión de actos, cualquiera que sea el motivo de ésta, así como la adopción de
medidas provisionales.

e) Los acuerdos de aplicación de la tramitación de urgencia, de ampliación de plazos y de realización de
actuaciones complementarias.

f) Los actos que rechacen pruebas propuestas por los interesados.

g) Los actos que acuerden la terminación del procedimiento por la imposibilidad material de continuarlo
por causas sobrevenidas, así como los que acuerden el desistimiento por la Administración en procedi-
mientos iniciados de oficio.

h) Las propuestas de resolución en los procedimientos de carácter sancionador, así como los actos que
resuelvan procedimientos de carácter sancionador o de responsabilidad patrimonial.

i) Los actos que se dicten en el ejercicio de potestades discrecionales, así como los que deban serlo en
virtud de disposición legal o reglamentaria expresa.
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TEMA	9.‐	LA	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN DE	
LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS:	LAS	DISPOSICIONES	SOBRE	EL 

PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN:	GARANTÍAS,	INICIACIÓN,	ORDENA‐
CIÓN,	INSTRUCCIÓN,	Y	FINALIZACIÓN	DEL	PROCEDIMIENTO.	LA	TRAMITACIÓN 
SIMPLIFICADA	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN.	EJECUCIÓN.

1.‐	EL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN

La regulación del procedimiento administrativo común en la Ley 39/2015 comienza con las garantías del
procedimiento, disponiendo que -además del resto de derechos previstos en esta Ley- los interesados en un
procedimiento administrativo tienen los siguientes derechos:

a) A conocer, en cualquier momento, el estado de la tramitación de los procedimientos en los que tengan
la condición de interesados; el sentido del silencio administrativo que corresponda, en caso de que la
Administración no dicte ni notifique resolución expresa en plazo; el órgano competente para su instruc-
ción, en su caso, y resolución; y los actos de trámite dictados. Asimismo, también tendrán derecho a
acceder y a obtener copia de los documentos contenidos en los citados procedimientos.

Quienes se relacionen con las Administraciones Públicas a través de medios electrónicos, tendrán
derecho a consultar la información a la que se refiere el párrafo anterior, en el Punto de Acceso General
electrónico de la Administración que funcionará como un portal de acceso. Se entenderá cumplida la
obligación de la Administración de facilitar copias de los documentos contenidos en los procedimientos
mediante la puesta a disposición de las mismas en el Punto de Acceso General electrónico de la Adminis-
tración competente o en las sedes electrónicas que correspondan.

b) A identificar a las autoridades y al personal al servicio de las Administraciones Públicas bajo cuya
responsabilidad se tramiten los procedimientos.

c) A no presentar documentos originales salvo que, de manera excepcional, la normativa reguladora
aplicable establezca lo contrario. En caso de que, excepcionalmente, deban presentar un documento
original, tendrán derecho a obtener una copia autenticada de éste.

d) A no presentar datos y documentos no exigidos por las normas aplicables al procedimiento de que se
trate, que ya se encuentren en poder de las Administraciones Públicas o que hayan sido elaborados por
éstas.

e) A formular alegaciones, utilizar los medios de defensa admitidos por el Ordenamiento Jurídico, y a
aportar documentos en cualquier fase del procedimiento anterior al trámite de audiencia, que deberán
ser tenidos en cuenta por el órgano competente al redactar la propuesta de resolución.

f) A obtener información y orientación acerca de los requisitos jurídicos o técnicos que las disposiciones
vigentes impongan a los proyectos, actuaciones o solicitudes que se propongan realizar.
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TEMA	10.‐	LA	LEY	39/2015,	DEL	PROCEDIMIENTO	ADMINISTRATIVO	COMÚN	DE
LAS	ADMINISTRACIONES	PÚBLICAS:	LA	REVISIÓN	DE	LOS	ACTOS	EN	VÍA
ADMINISTRATIVA:	REVISIÓN	DE	OFICIO.	RECURSOS	ADMINISTRATIVOS.

1.‐	REVISIÓN	DE	LOS	ACTOS	EN	VÍA	ADMINISTRATIVA

1.1.- INTRODUCCIÓN

La relación jurídica que liga a la Administración con el ciudadano está presidida por una idea de prerrogativa
favorable a la Administración, en razón de los intereses generales que tutela. Para garantizar la igualdad en
las relaciones entre la Administración y los ciudadanos se han creado, básicamente, tres técnicas: el procedi-
miento administrativo, el sistema de recursos, y el control de la legalidad por jueces y Tribunales.

La revisión de un acto administrativo puede ser promovida por tanto por un ciudadano, en sentido amplio,
como por una Administración Pública distinta de la autora del acto, o por la Administración autora del acto,
en cuanto gestora directa del interés general. En este último caso estamos en presencia de lo que se llama
revisión de oficio, que incluye la revisión de actos nulos y la revisión de actos anulables. En el primer caso
(revisión promovida por un ciudadano), y dentro de la vía administrativa, estaríamos ante los llamados
recursos administrativos.

1.2.- LA REVISIÓN DE OFICIO

Revisión de disposiciones y actos nulos.- Las Administraciones Públicas, en cualquier momento, por iniciati-
va propia o a solicitud de interesado, y previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano
consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma, si lo hubiere, declararán de oficio la nulidad de los
actos administrativos que hayan puesto fin a la vía administrativa o que no hayan sido recurridos en
plazo, en los supuestos de nulidad de pleno derecho.

Asimismo, en cualquier momento, las Administraciones Públicas de oficio, y previo dictamen favorable
del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma si lo hubiere, podrán
declarar la nulidad de las disposiciones administrativas que vulneren la Constitución, las leyes u otras
disposiciones administrativas de rango superior, las que regulen materias reservadas a la Ley, y las que
establezcan la retroactividad de disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos
individuales.

El órgano competente para la revisión de oficio podrá acordar motivadamente la inadmisión a trámite
de las solicitudes formuladas por los interesados, sin necesidad de recabar Dictamen del Consejo de
Estado u órgano consultivo de la Comunidad Autónoma, cuando las mismas no se basen en alguna de las
causas de nulidad de pleno derecho o carezcan manifiestamente de fundamento, así como en el supuesto
de que se hubieran desestimado en cuanto al fondo otras solicitudes sustancialmente iguales.
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TEMA	11.‐	LEY	40/2015,	DE	RÉGIMEN	JURÍDICO
DEL	SECTOR	PÚBLICO:	TÍTULO	PRELIMINAR.

1.‐	LA	LEY	40/2015,	DE	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	SECTOR	PÚBLICO

1.1.- ESTRUCTURA

Mediante Ley 40/2015 se ha regulado el Régimen Jurídico del Sector Público, cuya entrada en vigor se
produjo -como la Ley 39/2015- el 2 de octubre de 2016. Su estructura es la siguiente:

Preámbulo

• TÍTULO PRELIMINAR. Disposiciones generales, principios de actuación y funcionamiento del sector
público

CAPÍTULO I. Disposiciones generales
CAPÍTULO II. De los órganos de las Administraciones Públicas

Sección 1.ª De los órganos administrativos
Sección 2.ª Competencia
Sección 3.ª Órganos colegiados de las distintas administraciones públicas

Subsección 1.ª Funcionamiento
Subsección 2.ª De los órganos colegiados en la Administración General del Estado

Sección 4.ª Abstención y recusación

CAPÍTULO III. Principios de la potestad sancionadora
CAPÍTULO IV. De la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas

Sección 1.ª Responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas
Sección 2.ª Responsabilidad de las autoridades y personal al servicio de las Administraciones
Públicas

CAPÍTULO V. Funcionamiento electrónico del sector público
CAPÍTULO VI. De los convenios

• TÍTULO I. Administración General del Estado

CAPÍTULO I. Organización administrativa
CAPÍTULO II. Los Ministerios y su estructura interna
CAPÍTULO III. Órganos territoriales
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TEMA	12.‐	EL	ESTATUTO	BÁSICO	DEL	EMPLEADO	PÚBLICO.

INTRODUCCIÓN

El régimen jurídico del personal al servicio de las Administraciones Públicas está configurado fundamental-
mente por el Estatuto Básico del Empleado Público (EBEP), aprobado actualmente por Real Decreto Legislati-
vo 5/2015 de 30 de octubre, que establece los principios generales aplicables al conjunto de las relaciones
de empleo público, empezando por el de servicio a los ciudadanos y al interés general, ya que la finalidad
primordial de cualquier reforma en esta materia debe ser mejorar la calidad de los servicios que el ciudadano
recibe de la Administración.

El Estatuto Básico del Empleado Público contiene aquello que es común al conjunto de los funcionarios de
todas las AA.PP., más las normas legales específicas aplicables al personal laboral a su servicio. Partiendo del
principio constitucional de que el régimen general del empleo público en nuestro país es el funcionarial,
reconoce e integra la evidencia del papel creciente que en el conjunto de Administraciones Públicas viene
desempeñando la contratación de personal conforme a la legislación laboral para el desempeño de determi-
nadas tareas. En ese sentido, el Estatuto sintetiza aquello que diferencia a quienes trabajan en el sector
público administrativo, sea cual sea su relación contractual, de quienes lo hacen en el sector privado.

El Estatuto Básico es un paso importante y necesario en un proceso de reforma, previsiblemente largo y
complejo, que debe adaptar la articulación y la gestión del empleo público en España a las necesidades de
nuestro tiempo, en línea con las reformas que se vienen emprendiendo últimamente en los demás países de
la Unión Europea y en la propia Administración comunitaria.

El EBEP consta de 100 artículos distribuidos en 8 Títulos, con la siguiente estructura:

• TÍTULO I. Objeto y ámbito de aplicación
• TÍTULO II. Personal al servicio de las Administraciones Públicas

CAPÍTULO I. Clases de personal
CAPÍTULO II. Personal directivo

• TÍTULO III. Derechos y deberes. Código de conducta de los empleados públicos

CAPÍTULO I. Derechos de los empleados públicos
CAPÍTULO II. Derecho a la carrera profesional y a la promoción interna. La evaluación del desempeño
CAPÍTULO III. Derechos retributivos
CAPÍTULO IV. Dº a la negociac. colectiva, representación y participación institucional. Dº de reunión
CAPÍTULO V. Derecho a la jornada de trabajo, permisos y vacaciones
CAPÍTULO VI. Deberes de los empleados públicos. Código de Conducta
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TEMA	13.‐	LEY	7/2005,	DE	LA	FUNCIÓN	PÚBLICA	DE	CASTILLA	Y	LEÓN.

INTRODUCCIÓN

La Ley 7/2005, de 24 de mayo, de la Función Pública de Castilla y León, presenta la siguiente estructura:

• TÍTULO I. Objeto, ámbito de aplicación y principios

CAPÍTULO I. Objeto y ámbito de aplicación
CAPÍTULO II. Principios rectores

• TÍTULO II. Órganos superiores en materia de función pública
• TÍTULO III. Planificación y organización de la Función Pública

CAPÍTULO I. Clases de personal
CAPÍTULO II. Planificación y programación
CAPÍTULO III. Organización

• TÍTULO IV. Del régimen estatutario de los funcionarios públicos

CAPÍTULO I. Cuerpos y Escalas
CAPÍTULO II. Adquisición y pérdida de la condición de funcionario
CAPÍTULO III. Selección y provisión

Sección I. Selección
Sección II. Provisión

CAPÍTULO IV. Derechos y deberes

Sección I. Derechos y deberes
Sección II. Carrera Administrativa
Sección III. Formación
Sección IV. Incompatibilidades y responsabilidades

CAPÍTULO V. Régimen retributivo y de Seguridad Social
CAPÍTULO VI. Régimen disciplinario
CAPÍTULO VII. Situaciones administrativas

• TÍTULO V. Representac. de los funcionarios y participac. en la determinac. de las condiciones de trabajo

CAPÍTULO I. Principios generales
CAPÍTULO II. Sistemas de representación
CAPÍTULO III. Negociación colectiva en la Administración de Castilla y León
CAPÍTULO IV. Solución extrajudicial de conflictos colectivos
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TEMA	14.	ESTATUTO	DE	LOS	TRABAJADORES:
LA	RELACIÓN	INDIVIDUAL	DEL	TRABAJO.

INTRODUCCIÓN

La Ley del Estatuto de los Trabajadores ha sido aprobada por el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de
octubre, publicada en el BOE de 24 de octubre. Su estructura es la siguiente:

TÍTULO I. De la relación individual de trabajo

CAPÍTULO I. Disposiciones generales

Sección 1.ª Ámbito y fuentes
Sección 2.ª Derechos y deberes laborales básicos
Sección 3.ª Elementos y eficacia del contrato de trabajo
Sección 4.ª Modalidades del contrato de trabajo

CAPÍTULO II. Contenido del contrato de trabajo

Sección 1.ª Duración del contrato
Sección 2.ª Derechos y deberes derivados del contrato
Sección 3.ª Clasificación profesional y promoción en el trabajo
Sección 4.ª Salarios y garantías salariales
Sección 5.ª Tiempo de trabajo

CAPÍTULO III. Modificación, suspensión y extinción del contrato de trabajo

Sección 1.ª Movilidad funcional y geográfica
Sección 2.ª Garantías por cambio de empresario
Sección 3.ª Suspensión del contrato
Sección 4.ª Extinción del contrato
Sección 5.ª Procedimiento concursal

CAPÍTULO IV. Faltas y sanciones de los trabajadores

CAPÍTULO V. Plazos de prescripción

Sección 1.ª Prescripción de acciones derivadas del contrato
Sección 2.ª Prescripción de las infracciones y faltas
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TEMA	15.	EL	PERSONAL	TÉCNICO,	DE	GESTIÓN	Y	DE	ADMÓN.	Y	SERVICIOS	EN	LA
UNIVERSIDAD	DE	VALLADOLID:	RÉGIMEN	JURÍDICO.	EL	PERSONAL	DOCENTE
E	INVESTIGADOR	EN	LA	UNIVERSIDAD	DE	VALLADOLID:	RÉGIMEN	JURÍDICO.

1.‐	RÉGIMEN	JURÍDICO	DEL	PERSONAL	TÉCNICO,	DE	GESTIÓN	Y	DE	ADMÓN.	Y	SERVICIOS	DE	LA	UVA

Según los Estatutos de la UVA, el Personal funcionario de Administración y Servicios se regirá por la Ley
Orgánica de Universidades y sus disposiciones de desarrollo, por la legislación general de funcionarios que
le sea de aplicación, por las disposiciones de desarrollo de esta que elabore la Comunidad Autónoma de
Castilla y León, así como por los Estatutos de la UVA.

La legislación general de funcionarios se manifiesta principalmente en el EBEP, así como en la Ley 30/1984,
de medidas para la reforma de la Función Pública (parte vigente), y a nivel autonómico en la Ley 7/2005, de
la Función Pública de Castilla y León. Además, se aplicarán las normas reglamentarias correspondientes.

El Personal laboral de Administración y Servicios se regirá por la Ley Orgánica de Universidades y sus
normas de desarrollo, por los preceptos del Estatuto Básico del Empleado Público que así lo dispongan, por
el Estatuto de los Trabajadores y la legislación laboral que le sea de aplicación, por los Estatutos de la UVA
y por el II Convenio del Personal Laboral de Administración y Servicios de las Universidades Públicas de
Castilla y León.

La legislación laboral general que resulta de aplicación al personal laboral es en primer lugar el Estatuto de
los Trabajadores (Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre), en todo lo que no sea vinculante a
través del Convenio Colectivo. También les será de aplicación el resto de legislación laboral, como:

-Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley
General de la Seguridad Social

-Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de Riesgos Laborales

-Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley sobre
Infracciones y Sanciones en el Orden Social

-Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social

1.1.- REGULACIÓN GENERAL DEL PERSONAL TÉCNICO, DE GESTIÓN Y DE ADMÓN. Y SERVICIOS 

La Ley Orgánica 2/2023, de 22 de marzo, del Sistema Universitario, regula al personal técnico, de gestión
y de administración y servicios de las universidades públicas en los términos siguientes.

Personal técnico, de gestión y de administración y servicios.- El personal técnico, de gestión y de administra-
ción y servicios de las universidades públicas estará formado por personal funcionario y laboral, suficien-
te para desarrollar adecuadamente los servicios y funciones de los centros.
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TEMA	16.‐	LOS	ESTATUTOS	DE	LA	UNIVERSIDAD	DE	VALLADOLID.

INTRODUCCIÓN

La Ley Orgánica 6/2001, de Universidades, en su art. 6, establece que las Universidades públicas se regirán,
además de por esa misma Ley y por las normas que dicten el Estado y las CC.AA. en el ejercicio de sus
respectivas competencias, por su Ley de creación y por sus Estatutos, que serán elaborados por aquéllas y,
previo su control de legalidad, aprobados por el Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma.

Por su parte el artículo 13 de la Ley 3/2003,, de Universidades de Castilla y León, prevé que las Universida-
des públicas una vez elaborados sus Estatutos, los remitirán a la Consejería competente en materia de
Universidades, a efectos de que ésta proponga a la Junta de Castilla y León la aprobación de los mismos.

En cumplimiento de estos preceptos la Junta de Castilla y León aprobó, mediante Acuerdo 104/2003, de 10
de julio, los Estatutos de la Universidad de Valladolid.

El Claustro Universitario de la Universidad de Valladolid, en la sesión de 20 de febrero de 2020, aprobó el
proyecto de actualización de los Estatutos de la Universidad de Valladolid. Con fecha 2 de julio de 2020, los
Servicios Jurídicos de la Consejería de Educación emitieron informe sobre la propuesta de Estatutos de la
Universidad de Valladolid.

La mesa del Claustro Universitario de la Universidad de Valladolid, en la sesión de 21 de octubre de 2020,
acordó aprobar una nueva versión del Proyecto de Actualización de los Estatutos de la Universidad de
Valladolid en la que se incorporan algunas de las consideraciones que, en virtud de la atribución que el
artículo 5 de la Ley 6/2003, de 3 de abril, reguladora de la Asistencia Jurídica a la Comunidad de Castilla y
León, reconoce a los funcionarios del Cuerpo de Letrados, se recogen en el informe de los Servicios Jurídicos
de la Consejería de Educación.

En su virtud, la Junta de Castilla y León, a propuesta de la Consejera de Educación, y previa deliberación del
Consejo de Gobierno en su reunión de 30 de diciembre de 2020, aprobó los Estatutos de la Universidad de
Valladolid mediante Acuerdo 111/2020, de 30 de diciembre que fue publicado en el BOCYL el 31 de diciem-
bre siguiente. Y conforme a lo dispuesto en su disposición final única, entraron en vigor al día siguiente de
su publicación: el 1 de enero de 2021.

Los Estatutos de la UVA constan de 262 artículos distribuidos en un Título preliminar y 11 Títulos, con la
siguiente estructura:

PREÁMBULO

• TÍTULO PRELIMINAR. DISPOSICIONES GENERALES

Capítulo I. Naturaleza y fines de la Universidad
Capítulo II. Emblemas, honores y distinciones



TEMA	17.‐	SISTEMA	NORMATIVO	APLICABLE	A	LAS	UNIVERSIDADES.	LA	LEY
ORGÁNICA	2/2023,	DEL	SISTEMA	UNIVERSITARIO:	FUNCIONES	DEL	SISTEMA

UNIVERSITARIO	Y	AUTONOMÍA	DE	LAS	UNIVERSIDADES.	LA	CREACIÓN	Y	RECONO‐
CIMIENTO	DE	LAS	UNIVERSIDADES	Y	CALIDAD	DEL	SISTEMA	UNIVERSITARIO.

EL	ESTUDIANTADO	DEL	SISTEMA	UNIVERSITARIO.	EL	RÉGIMEN
ESPECÍFICO	DE	LAS	UNIVERSIDADES	PÚBLICAS.

1.‐	EL	SISTEMA	NORMATIVO	APLICABLE	A	LAS	UNIVERSIDADES

1.1.- LAS LEYES ORGÁNICAS REGULADORAS DE LAS UNIVERSIDADES

La Constitución española ha venido a revisar el tradicional régimen jurídico administrativo centralista de
la Universidad española, al reconocer en el art. 27.10 la autonomía de las Universidades, en los términos que
la ley establezca. Por otra parte, el título VIII de la Constitución y los correspondientes Estatutos de Autono-
mía han efectuado una distribución de competencias universitarias entre los distintos poderes públicos.

Esta doble referencia constitucional exige efectuar un nuevo reparto de competencias en materia de ense-
ñanza universitaria entre el Estado, las Comunidades Autónomas y las propias Universidades, reparto que
tiene como fundamento los principios siguientes:

a) libertad académica (de docencia y de investigación), fundamento, pero también limite de la autonomía
de las Universidades, que se manifiesta en la autonomía estatutaria o de Gobierno, en la autonomía
académica o de planes de estudio, en la autonomía financiera o de gestión y administración de sus
recursos y, finalmente, en la capacidad de seleccionar y promocionar al profesorado dentro del respeto
de los principios de méritos, publicidad y no discriminación que debe regir la asignación de todo puesto
de trabajo por parte del Estado;

b) las competencias que la propia Constitución española atribuye en exclusiva al Estado en los párrafos
1, 18 y 30 del número 1 del artículo 149, al aludir, respectivamente  y en conexión con el artículo 27 , a
la igualdad de todos los españoles en el ejercicio del derecho al estudio, a las normas básicas del régimen
estatutario de los funcionarios y a las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos
académicos y profesionales.

En desarrollo del art. 27.6 de la Constitución se dictó en primer lugar la Ley Orgánica 11/1983, de 25 de
agosto, de Reforma Universitaria, y posteriormente la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universi-
dades (LOU), reformada por la Ley Orgánica 4/2007, de 12 de abril, y la Ley Orgánica 2/2023, de 22 de
marzo, del Sistema Universitario:

• LA LEY ORGÁNICA 11/1983, DE 25 DE AGOSTO, DE REFORMA UNIVERSITARIA.- La Constitución
española vino a revisar el tradicional régimen jurídico administrativo centralista de la Universidad
española, al reconocer en el número 10 de su artículo 27 la autonomía de las Universidades. Por otra
parte, el título VIII de la Constitución y los correspondientes Estatutos de Autonomía han efectuado una
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TEMA	18.‐	LA	LEY	DE	UNIVERSIDADES	DE	CASTILLA	Y	LEÓN:	OBJETO
Y	PRINCIPIOS	DE	LA	LEY;	COORDINACIÓN	DE	LAS	UNIVERSIDADES;
CREACIÓN	Y	RECONOCIMIENTO	DE	UNIVERSIDADES,	CENTROS

UNIVERSITARIOS	Y	ENSEÑANZAS;	EL	CONSEJO	SOCIAL.

1.‐	LA	LEY	DE	UNIVERSIDADES	DE	CASTILLA	Y	LEÓN

1.1.- INTRODUCCIÓN

La Ley 3/2003, de 28 de marzo, de Universidades de Castilla y León, integra y a la vez armoniza en un único
texto legal diferentes aspectos que constituyen la esencia de la ordenación del sistema universitario de
Castilla y León, tanto en lo relativo a cada una de las Universidades como en lo que se refiere a la propia
coordinación interuniversitaria.

Después de delimitar en el Título Preliminar el objeto de la Ley, el Título I regula la Coordinación de las
Universidades, cuyo órgano fundamental es el Consejo de Universidades de Castilla y León y cuyo instrumen-
to es la Programación Universitaria de Castilla y León con carácter plurianual, elaborada a partir de los
proyectos de programación de cada una de las Universidades y reflejada en el modelo de financiación
establecido.

El Título II delimita las competencias de la Comunidad de Castilla y León en orden a la creación y reconoci-
miento de Universidades, centros y enseñanzas universitarias, adscripción de centros, establecimiento de
centros en el extranjero o que impartan enseñanzas con arreglo a sistemas educativos extranjeros, previendo
la creación de un Registro de Universidades, centros y enseñanzas.

El Título III regula el Consejo Social de la Universidad, que aparece como el órgano de relación de la Universi-
dad con la sociedad. A este órgano le corresponde, entre otras competencias establecidas en el marco de la
LOU, la supervisión de la actividad económica de la Universidad y el rendimiento de los servicios, así como
la aprobación de los presupuestos. La Ley establece una nueva composición de este órgano, constituido
principalmente por personalidades de la vida cultural, profesional, económica, laboral y social.

Una de las principales innovaciones de la Ley viene dada por la introducción en el sistema universitario de
mecanismos externos de evaluación de su calidad. De este modo en el Título IV se configura a la Agencia para
la Calidad del Sistema Universitario de Castilla y León como el órgano de evaluación externa de la Comunidad
de Castilla y León que promoverá y garantizará la calidad de las Universidades, objetivo esencial de la
política universitaria.

Finalmente en el Título V se establece un sistema de financiación público que garantice la cobertura del
servicio que la sociedad encomienda a las Universidades.
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TEMA	19.	CÓDIGO	ÉTICO	DE	LA	UNIVERSIDAD	DE	VALLADOLID.

PREÁMBULO

Según se establece en sus Estatutos, la Universidad de Valladolid, heredera de una secular tradición intelec-
tual y científica, tiene como razón última de su actividad la de servir a la sociedad en la que se inserta. Como
expresión de su compromiso con la sociedad, está al servicio de su progreso intelectual y material, y asume
como valores inspiradores de su actividad la promoción de la paz y de la cooperación entre los pueblos, del
desarrollo sostenible, y de la igualdad de género y de oportunidades. Asimismo, los principios de igualdad,
libertad, justicia, solidaridad y democracia interna, junto a los demás que emanan de la Constitución, orien-
tan el cumplimiento de sus fines que, de acuerdo con sus Estatutos, son los siguientes:

a) La educación superior, ofrecida en régimen de igualdad de oportunidades, para la preparación científi-
ca, técnica o artística, así como cívica, profesional y cultural de sus estudiantes.

b) La creación de conocimiento y el desarrollo de la investigación en todos sus ámbitos, a través de la
formación de investigadores y de la dotación institucional de infraestructuras y medios personales y
materiales para su ejercicio constante, con atención preferente a prestar un servicio público a la socie-
dad.

c) El estímulo y la participación en la mejora y desarrollo del sistema educativo, y su adecuación a los
niveles profesionales y técnicos que demanda la sociedad actual, propiciando la creación de centros de
perfeccionamiento, de actualización y de especialización profesional en las diversas áreas de conocimien-
to.

d) La promoción de la transferencia y de la aplicación de los conocimientos para favorecer la innovación,
la calidad de la vida y el desarrollo económico y social sostenible.

e) La difusión, en todas sus manifestaciones, de la cultura y el conocimiento a través, entre otros medios,
de la extensión universitaria y la formación permanente a lo largo de la vida.



TEMA	20.	REAL	DECRETO	822/2021,	POR	EL	QUE	SE	ESTABLECE
LA	ORGANIZACIÓN	DE	LAS	ENSEÑANZAS	UNIVERSITARIAS

Y	DEL	PROCEDIMIENTO	DE	ASEGURAMIENTO	DE	SU	CALIDAD.

INTRODUCCIÓN

Mediante Real Decreto 822/2021, de 28 de septiembre, se ha establecido la organización de las enseñanzas
universitarias y del procedimiento de aseguramiento de su calidad. Su estructura es la siguiente:

CAPÍTULO I. Disposiciones generales
CAPÍTULO II. Organización de las enseñanzas universitarias
CAPÍTULO III. Organización básica de las enseñanzas universitarias oficiales de Grado
CAPÍTULO IV. Organización básica de las enseñanzas universitarias oficiales de Máster
CAPÍTULO V. Organización básica de las enseñanzas universitarias oficiales de Doctorado
CAPÍTULO VI. Estructuras curriculares específicas y de innovac. docente en las enseñanzas univ. oficiales
CAPÍTULO VII. Procedimientos de aseguramiento de la calidad de las enseñanzas universitarias oficiales

Sección 1.ª Verificación de los planes de estudios y establecimiento del carácter oficial de los títulos
Sección 2.ª Seguimiento de los títulos
Sección 3.ª Modificación de los planes de estudios
Sección 4.ª Renovación de la acreditación

CAPÍTULO VIII. Las enseñanzas propias de las universidades

Disposiciones adicionales (14)
Disposiciones transitorias (8)
Disposición derogatoria (1)
Disposiciones finales (6)

ANEXO I. Ámbitos del conocimiento

ANEXO II. Modelo de memoria para la solicitud de verificación del plan de estudios de un título universi-
tario oficial

1.‐	DISPOSICIONES	GENERALES

Objeto.- Este real decreto tiene por objeto el establecimiento de la organización y la estructura de las ense-
ñanzas universitarias, a partir de los principios generales que definen el Espacio Europeo de Educación
Superior (EEES). Al mismo tiempo, ordena la oferta académica oficial y la oferta de otros títulos, específi-
camente la referida a la formación permanente, y regula las estructuras curriculares específicas y las
prácticas académicas externas que las universidades podrán incorporar a sus planes de estudios.
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TEMA	21.‐	NORMATIVA	DE	MATRÍCULA	Y	DE	DEVOLUCIÓN
DE	PRECIOS	PÚBLICOS	DE	LA	UNIVERSIDAD	DE	VALLADOLID.

La Normativa de matrícula y de devolución de precios públicos de la Universidad de Valladolid fue aprobada
por la Comisión Permanente del Consejo de Gobierno en sesión de 28 de junio de 2016, y modificada en
sesiones de 21 de julio de 2017 y 15 de mayo de 2020.

Se estructura en 10 artículos, una disposición adicional y una disposición final, con el siguiente contenido.

Artículo 1. Objeto

Esta normativa tiene por objeto regular las normas de matriculación, modificación y anulación de
matrícula así como sus efectos económicos y académicos.

Artículo 2. Ámbito de aplicación

La presente normativa será de aplicación a los estudiantes matriculados en estudios oficiales de grado,
másteres oficiales y doctorado, así como en las titulaciones oficiales impartidas anteriores al Real
Decreto 1393/2007, de 29 de octubre, por el que se establece la ordenación de las enseñanzas universi-
tarias oficiales.

Artículo 3. La matrícula

3.1. La matrícula en los estudios oficiales de la Universidad de Valladolid, estará condicionada al cumpli-
miento de la normativa de acceso y admisión y de los demás requisitos legalmente exigibles, debiendo
solicitarse en los plazos que, para cada curso académico, se establezcan por los órganos competentes.

3.2. Con carácter general, la matrícula estará condicionada al cumplimiento y comprobación de los
requisitos académicos establecidos en la normativa de aplicación, entendiéndose efectivamente formali-
zada si con anterioridad al 31 de diciembre el estudiante no hubiese recibido notificación denegatoria.
Igualmente, las matrículas efectuadas en el segundo cuatrimestre se entenderán debidamente realizadas
si transcurridos tres meses desde su formalización no se hubiera notificado al estudiante la denegación
de la misma.

3.3. Los estudiantes deberán matricularse, al menos, del número mínimo de créditos establecidos en la
normativa de permanencia de la Universidad de Valladolid, así como en el resto de normativa que pueda
resultar de aplicación.

3.4. La Universidad de Valladolid, exigirá el pago de las cantidades pendientes por precios públicos
(matrícula, reconocimiento de créditos, servicios complementarios) como condición previa a la formali-
zación de matrícula, o a la expedición de títulos o certificados oficiales.
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TEMA	22.	LEY	3/2022,	DE	CONVIVENCIA	UNIVERSITARIA.
NORMAS	DE	CONVIVENCIA	DE	LA	UNIVERSIDAD	DE	VALLADOLID.

1.‐	LA	LEY	DE	CONVIVENCIA	UNIVERSITARIA

INTRODUCCIÓN

La Ley 3/2022, de 24 de febrero, de convivencia universitaria, presenta la siguiente estructura:

Preámbulo

TÍTULO PRELIMINAR. Disposiciones generales

TÍTULO I. De los medios alternativos de solución de los conflictos de convivencia

TÍTULO II. Del régimen disciplinario

Disposiciones adicionales (4)
Disposición transitoria (1)
Disposición derogatoria (1)
Disposiciones finales (4)

En el Título Preliminar se establecen los conceptos fundamentales sobre los que se asientan los mecanismos
alternativos y el régimen disciplinario cuyo objeto es facilitar y hacer efectiva la convivencia en el ámbito
universitario.

El Título I emplaza a las universidades públicas y privadas a desarrollar medios alternativos de solución de
los conflictos. Los principios sobre los que se configurarán estos medios alternativos son los de voluntarie-
dad, confidencialidad, equidad, imparcialidad, buena fe y respeto mutuo, flexibilidad, calidad y transparencia.
Para garantizar estos principios y concretarlos en el marco de los procedimientos, se podrán elaborar
manuales de actuación. Asimismo, las universidades podrán fomentar la formación técnica de las personas
mediadoras. Se prevé la creación en el seno de las universidades de una Comisión de Convivencia, con
representación paritaria de los distintos sectores.

El Título II regula el régimen disciplinario. La potestad disciplinaria de las universidades se ejerce por la
persona titular del Rectorado, que podrá delegarla en los términos de lo dispuesto en la Ley 40/2015, de 1
de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. Esta potestad está dirigida a corregir las infracciones del
estudiantado que alteren gravemente la convivencia o que impidan el normal desarrollo de las funciones de
docencia, investigación y transferencia del conocimiento, sin perjuicio de la responsabilidad patrimonial o
penal que pudiera derivarse de tales infracciones.
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TEMA	23.‐	RÉGIMEN	ECONÓMICO	DE	LA	UNIVERSIDAD	DE	VALLADOLID:
NORMAS	PRESUPUESTARIAS	Y	ESTRUCTURA	DEL	PRESUPUESTO

DE	LA	UNIVERSIDAD	DE	VALLADOLID.

1.‐	EL	RÉGIMEN	ECONÓMICO	Y	FINANCIERO	DE	LAS	UNIVERSIDADES	PÚBLICAS

La Ley Orgánica 2/2023, de 22 de marzo, del Sistema Universitario, regula el régimen económico y financiero
de las universidades públicas en los términos siguientes.

Marco normativo.- En el ejercicio de su actividad económico-financiera y presupuestaria, las universidades
se regirán por lo previsto en esta ley orgánica y en la legislación aplicable al sector público en estas
materias.

Las Comunidades Autónomas, en el marco de lo establecido en esta ley orgánica y en la legislación
aplicable al sector público en estas materias, establecerán y desarrollarán las normas y procedimientos
de elaboración, desarrollo y ejecución del presupuesto de las universidades de su competencia, así como
para el control de los gastos e ingresos de aquéllas, mediante las correspondientes técnicas de auditoría,
con la colaboración y supervisión de los Consejos Sociales.

Autonomía económica y financiera.- Las universidades tendrán autonomía económica y financiera en los
términos establecidos en esta ley orgánica y en las normas de las Comunidades Autónomas.

Corresponde a las universidades la elaboración, aprobación y gestión de sus presupuestos y la adminis-
tración de sus bienes.

Suficiencia financiera.- Las Administraciones Públicas dotarán a las universidades de los recursos económi-
cos necesarios para garantizar la suficiencia financiera que les permita dar cumplimiento a lo establecido
en esta ley orgánica y asegurar la consecución de los objetivos en ella previstos.

En el marco del plan de incremento del gasto público para 2030, el Estado, las Comunidades Autónomas
y las universidades comparten el objetivo de destinar como mínimo el 1% del Producto Interior Bruto
al gasto público en educación universitaria pública en el conjunto del Estado, permitiendo así la equipa-
ración progresiva a la inversión media de los Estados miembros de la Unión Europea y el cumplimiento
de los objetivos establecidos en la presente ley orgánica. Para alcanzar ese objetivo de carácter pluria-
nual, se establecerán en los Presupuestos de las Comunidades Autónomas, en los del conjunto de univer-
sidades y en los Presupuestos Generales del Estado, las correspondientes aportaciones, de acuerdo con
las disponibilidades presupuestarias de cada ejercicio.

Programación y sistema de financiación.- La elaboración de los presupuestos de las universidades se encua-
drará en un marco presupuestario a medio plazo, compatible con el principio de anualidad por el que
se rigen la aprobación y ejecución de los presupuestos del sector público, de conformidad con la normati-
va europea y con la normativa estatal o autonómica en la materia. De esa forma, y dentro del marco
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